
Resumen

El trabajo analiza el desarrollo del proceso
de descentralización en España desde la Cons-
titución de 1978 hasta el momento presente,
con especial atención al papel que en el
mismo han tenido los gobiernos locales. Sin
olvidar los avances conseguidos en ese proce-
so en términos de descentralización del gasto,
autonomía tributaria y solidaridad interterri-
torial, también se ponen de manifiesto algu-
nas de sus disfunciones en términos de
duplicidades competenciales, desequilibrios y
asimetrías en los modelos de financiación al
tiempo que se critican las respuestas que ofre-
ce la reciente Ley de Racionalización y Soste-
nibilidad de la Administración Local a los
anteriores problemas. El artículo finaliza con
una discusión sobre las fuerzas centrífugas y
centrípetas en el actual escenario de crisis eco-
nómica mostrando aquellos elementos que
consideramos necesarios para una solución
más estable y equilibrada entre los principales
agentes del proceso descentralizador, gobier-
nos regionales y locales.

Palabras clave: descentralización, federa-
lismo fiscal, autonomías, gobiernos locales.

Abstract

This art ic le analyses how Spanish
decentralisation process has been developed
from 1978 Constitution to now. Special
reference is  made to the role of local
governments.  Some dysfunctions are
emphasised in terms of competence
duplicities, unbalances and asymmetries in
the financing models, without forgetting the
advances reached in matters of expenditure
decentralisation, tax autonomy and territorial
solidarity. Hence, some criticisms are made
about the answers delivered by the recent Ley
de Racionalización y Sostenibilidad de la
Administración Local to the former problems.
The article concludes discussing about
centripetal and centrifuge forces in the actual
scenario of economic crisis and showing the
elements that we consider more necessary to
reach a more stable and balanced solution
among the main agents of decentralisation,
regional and local governments.

Key words: decentralisation, fiscal federalism,
regional governments, local governments.

JEL classification: H71, H72, H77.

I. INTRODUCCIÓN: EL
ENCAJE DE NUESTRO
MODELO TERRITORIAL
EN LA CONSTITUCIÓN
ESPAÑOLA

COMO es sabido, la Consti-
tución española de 1978
consagró un modelo terri-

torial descentralizado, basado en
el reconocimiento del derecho a
la autonomía de un conjunto de
nacionalidades y regiones muy
diferentes entre sí. De hecho,
entre las diecisiete comunidades
autónomas (CC.AA.) y las ciuda-
des autónomas de Ceuta y Melilla
podíamos encontrar territorios
muy distintos en su origen, aspi-
raciones históricas, estructuras
económicas y productivas, niveles
de desarrollo, orografía, demo-
grafía, dotaciones de capital pú-
blico, estructuras administrativas
y muchas otras características
que hacían especialmente difícil
la tarea de organizar de forma
homogénea su engranaje respe-
tando irrenunciables principios
de equidad sin, al mismo tiempo,
sacrificar aspiraciones de autogo-
bierno y desarrollo económico y
cultural muy diversos. 

1. La Transición 

El salto entre un Estado fuer-
temente centralizado y organiza-
do bajo una estructura provincial
que trataba de replicar el modelo

napoleónico francés a un nuevo
modelo (al que se ha dado en lla-
mar «Estado de las Autonomías»)
que, en términos de descentrali-
zación y autogobierno territorial
tiene hoy poco que envidiar a los
Estados federales de nuestro en-
torno occidental, fue, ciertamen-
te, muy pronunciado, tanto en
términos cuantitativos como cua-
litativos. Por ello, el proceso
nunca estuvo exento de conflic-
tos de orden tanto jurídico como
político.

Además, el hecho de que
coincidieran en el tiempo las ne-
cesidades de edificar un nuevo
entramado institucional demo-
crático y de dar salida a las aspi-
raciones de autogobierno de
algunos territorios concretos que
ya habían disfrutado con anterio-
ridad de su autonomía, y que esa
coincidencia temporal se diera en
momentos especialmente con-
vulsos, como los que dominaban
la transición pacífica de una dic-
tadura de décadas a un régimen
democrático homologable con
los vigentes en la Europa a la que
aspirábamos a integrarnos, hacía
más difícil aún encontrar un equi-
librio que gozara de amplio con-
senso político y respaldo popular.

La incertidumbre era entonces
máxima, con la presencia simul-
tánea en el tablero sobre el que
se debían adoptar decisiones
trascendentales de fuerzas centrí-
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petas y centrífugas, con una difí-
cil situación económica marcada
por continuas devaluaciones en
la moneda, con tasas de inflación
estratosféricas para los estánda-
res actuales, sin un mínimo Esta-
do del bienestar que hiciera de
paraguas ante la tormenta y, por
qué no decirlo, con el miedo ins-
talado en una sociedad que tenía
recuerdos muy recientes de los
desastres originados por el en-
frentamiento civil. 

El paisaje político enfrentaba
a quienes detentaban el poder en
el régimen en descomposición,
que se resistían numantinamente
a cualquier proceso de apertura
(una parte nada despreciable del
ejército y otra no menos despre-
ciable del poder económico y fi-
nanciero), y a quienes veían en el
vacío creado por la muerte del
dictador un terreno abonado
para la reivindicación y el alcance
de sus objetivos políticos, econó-
micos e institucionales, larga-
mente relegados por la ausencia
de libertades políticas. Todo ello
se complicaba más si cabía con
la proliferación de acciones
 terro ristas que, supuestamente,
res paldaban las aspiraciones se-
cesionistas de determinados terri-
torios (fundamentalmente ETA
en el País Vasco, y, en mucha me -
nor medida, otras organizaciones
como Terra Lliure en Cataluña o
el Exército Guerrilheiro do Povo
Galego Ceive en Galicia), y el con-
siguiente «ruido de sables» tras el
que se aventuraban conspiracio-
nes involucionistas desde algunos
sectores del ejército.

2. La Constitución de 1978

Con este panorama y con un
Gobierno de transición, surgido
por primera vez en cuarenta años
de las urnas, se inició el proceso
constitucional que finalizó dando
a luz la Constitución de 1978. 

En lo que respecta al ámbito
territorial, la confrontación de as-
piraciones antagónicas se saldó
con una solución de consenso
que permitió redactar lo que es el
Título VIII de la mencionada
Constitución, que es tal vez el
que ha dado lugar a más contro-
versias y se ha puesto permanen-
temente en tela de juicio.

Visto desde la distancia y
desde una óptica meramente es-
peculativa podría pensarse que
en el inicio de la Transición había
dos opciones: una «federalizan-
te» de carácter político, que
apostaría por dar el papel prota-
gonista en el nuevo sistema a las
comunidades autónomas, y otra
descentralizadora de carácter
más técnico, que sugeriría una
descentralización más equilibra-
da entre comunidades y munici-
pios, con el despliegue de las
primeras en sus inicios y un pro-
ceso posterior de segunda des-
centralización, una vez que el
desarrollo autonómico estuviera
consolidado. En la práctica, y
como no podía ser de otra mane-
ra (ningún país se descentraliza
por razones económicas), se si-
guió la primera opción, lo que ha
generado ciertas disfunciones y
un sistema institucional muy
inestable con la aparición de una
serie de problemas que iremos
comentando a lo largo de este
artículo.

De entrada, este Título VIII
arranca con tres artículos de dis-
posiciones generales que ga -
rantizan respectivamente la
«autonomía para la gestión de
sus respectivos intereses» de los
gobiernos territoriales (munici-
pios, provincias y comunidades
autónomas, que son los consoli-
dados como tales, art. 137), «la
realización efectiva del principio
de solidaridad», sin que las dife-
rencias entre los estatutos pue-
dan implicar en ningún caso

«privilegios económicos o socia-
les» (art. 138), y establecen que
«todos los españoles tienen los
mismos derechos y obligaciones
en cualquier parte del territorio
del Estado», sin que se pueda en
ningún caso «adoptar medidas
que directa o indirectamente
obstaculicen la libertad de circu-
lación y establecimiento de las
personas y la libre circulación de
bienes en todo el territorio espa-
ñol» (art. 139).

Sin embargo, también desde
el principio quedó claro que la
principal innovación administra-
tiva de la Constitución, la crea-
ción ex novo de las comunidades
autónomas, se estaba constru-
yendo sobre bases asimétricas.
De hecho, el Capítulo Tercero del
mencionado Título VIII, que regu-
la las formas, los requisitos y los
tiempos para acceder al autogo-
bierno y constituir comunidades
autónomas, así como las compe-
tencias que pueden ser asumidas
por estas nuevas entidades, y las
disposiciones transitorias pacta-
das establecen también dos vías
diferenciadas de acceso a las
competencias plenas (Disposición
Transitoria Primera), lo que en la
práctica supuso distinguir entre
las denominadas «comunidades
históricas» (aquellas sobre las que
había antecedentes autonómicos
durante la Segunda República:
Cataluña, País Vasco y Galicia,
más Andalucía y Navarra), que
accedieron a un amplio rango de
competencias desde el momento
inicial, y el resto de las comunida-
des, que fueron asumiendo com-
petencias y por tanto niveles de
autogobierno de forma mucho
más escalonada en el tiempo.

Por otra parte, la propia Cons-
titución incorpora regímenes es-
pecia les de f inanciac ión: e l
denominado «régimen foral»,
que afecta a las comunidades
 autónomas del País Vasco y
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 Navarra (Disposición Adicional
Primera), y el régimen económico
y fiscal de Canarias (Disposición
Adicional Tercera), cuya evolu-
ción supuso en la práctica, a en-
tender de buena parte de la
academia, un claro ejemplo de
contradicción interna de la pro-
pia Constitución. Y ello en la me-
dida en que dichos regímenes
especiales han venido dando
lugar a ciertas situaciones de pri-
vilegio, de manera que no todos
los españoles participan del
mismo modo en el respeto al
principio de solidaridad. 

Lo cierto es que mientras que
las asimetrías competenciales
entre comunidades autónomas
fueron desapareciendo con el
paso del tiempo, de manera que
a principios de 2002, con el tras-
paso generalizado de la com -
petencia sanitaria, todas las
comunidades asumieron los ser-
vicios fundamentales del Estado
del bienestar, la principal asime-
tría en el modelo de financiación,
común y foral, sigue plenamente
vigente.

3. La primera generación 
de estatutos de
autonomía y la LOFCA

Una vez aprobada la Constitu-
ción en el Parlamento y refrenda-
da amplísimamente en las urnas,
el país procedió a desarrollar su
contenido, lo que, en el ámbito
espacial, significó ir aprobando
sucesivamente la primera genera-
ción de estatutos de autonomía
para las diecisiete comunidades
y las dos ciudades autónomas
en las que finalmente se organizó
el territorio. Como estaba previs-
to, el proceso de asunción de
competencias por parte de los
nuevos gobiernos autonómicos fue
paulatino y asimétrico. Además,
fue necesario arbitrar un modelo
de financiación que, en el caso

de las denominadas comunida-
des de régimen común (todas
menos el País Vasco y Navarra)
implicó la elaboración de una Ley
Orgánica (LOFCA) tomando
como eje nuclear el concepto de
«coste efectivo». Así, se trataba
de calcular cuánto le costaba a la
Administración Central prestar los
servicios que iban siendo transfe-
ridos a las nuevas comunidades y
proceder a traspasarles a los nue-
vos gestores una cantidad de re-
cursos análoga mediante dos
instrumentos básicos (la cesión
de determinados tributos y la im-
plantación de una transferencia
incondicional, que tomaba la
forma de participación en ingre-
sos del Estado). Mediante estos
instrumentos se constituyó lo que
se dio en llamar «bloque de sufi-
ciencia», cuyo objetivo básico
era, en consecuencia, mantener
tras el traspaso de competencias
el nivel previo de cobertura al que
estaban siendo suministrados
esos servicios por el Estado cen-
tralizado. En la medida en que el
proceso descentralizador ponía
de manifiesto diferencias sustan-
ciales en los niveles de stock de
capital público entre territorios y
ello revertía en diferencias impor-
tantes en la cantidad y la calidad
de los servicios que ahora pasa-
ban a ser de competencia auto-
nómica, parecía evidente que con
el cálculo del coste efectivo no se
acababa de solucionar el proble-
ma de la financiación autonó mica.
De ahí que fuera preciso ins -
titucionalizar también algún
 instrumento de nivelación, o
«bloque de solidaridad», que sir-
viera para corregir los desequili-
brios territoriales y, al mismo
tiempo, permitiera financiar las
nuevas necesidades de inversión
que requería el desarrollo regio-
nal. Así nació el denominado
Fondo de Compensación Interte-
rritorial (FCI), si bien pronto se
puso también de manifiesto que
esa dualidad de objetivos que se

le atribuía a ese instrumento (fi-
nanciar necesidades de inversión
nueva y corregir desequilibrios
 interterritoriales) iba a resultar
poco operativo y a generar im-
portantes tensiones políticas e
institucionales. Con todo, las
nuevas comunidades llevaban el
apellido de «autónomas», lo que
parecía requerir que su capacidad
de autogobierno no debería re-
servarse únicamente al ámbito
del gasto público, sino que tam-
bién debería permitir que estos
gobiernos pudieran obtener
parte de sus recursos por sus pro-
pios medios adoptando sus
 propias decisiones políticas. En
este sentido, la LOFCA permitía
que las comunidades autónomas
establecieran sus propios tribu-
tos, sujetos a fuertes restriccio-
nes, recargaran los del Estado o
pu dieran acceder al crédito bajo
determinados requisitos, consti-
tuyendo así la parte de los instru-
mentos financieros que se dio en
llamar «bloque de autonomía».

La evolución en el tiempo de
estos bloques de financiación ha
dado lugar a un continuo foco de
tensiones entre la Administración
del Estado y las comunidades
 autónomas y entre unas y otras
de estas últimas, pero este asun-
to lo retomaremos más adelante.

En todo caso, el poder político
de las comunidades autónomas
se fue consolidando a expensas
del poder local, en un esquema
territorial más competitivo que
cooperativo entre niveles de go-
bierno. Las comunidades veían
con reticencia el desarrollo de or-
ganismos e instituciones de
 cooperación local, creados pre-
suntamente para mejorar el acce-
so y la calidad de los servicios
públicos suministrados a los ciu-
dadanos, pero que los gobiernos
autonómicos interpretaban como
el deseo de arbitrar instrumen-
tos de contrapoder, sobre todo
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cuando el color político de los
gobiernos era diferente. La abo-
lición en 1987 de la Corporación
Metropolitana de Barcelona por
parte del Gobierno de la Genera-
lidad de Cataluña constituyó en
su momento un ejemplo para-
digmático de esta conducta. 

4. Los estatutos de segunda
generación

Una vez que todas las comu-
nidades autónomas alcanzaron
sus techos competenciales con
la asunción plena de las máximas
responsabilidades que la Consti-
tución y los respectivos estatu-
tos de autonomía preveían,
algunas de ellas fueron iniciando,
a partir de 2006, un proceso de
reforma profunda de sus estatu-
tos. Fueron los casos de Cataluña,
Andalucía y la Comunidad
 Valenciana (2006), Aragón,
 Baleares y Castilla y León (2007),
Madrid (2010) y Extremadura
(2011).

Estos nuevos estatutos de se-
gunda generación se han carac-
terizado, en general y con alguna
excepción, por su carácter de rea -
firmación identitaria, haciendo
hincapié en la consolidación y
 desarrollo de los denominados
 «hechos diferenciales» constitu-
cionalmente reconocidos y que,
sin embargo, no se consideran
incompatibles con el respeto a la
igualdad. Son, por ejemplo, los
casos de la insularidad en el Esta-
tuto balear o la lengua en los
casos de Cataluña, la Comunidad
Valenciana y Baleares. 

En materia competencial, la
reforma de los estatutos trata de
apuntalar, incluso «blindar», las
competencias autonómicas me-
diante un desglose por materias
que detallan el contenido de
cada título competencial, en al-
gunos casos con carácter exhaus-

tivo (Cataluña y Andalucía), en
sustitución de los listados genéri-
cos que aparecían en los estatu-
tos anteriores. Se supone que la
idea es que la redacción de los
estatutos resulte más clara y que
se puedan evitar las controversias
competenciales con una simple
interpretación literal de los mis-
mos (Elías, 2007), asunto este
que no dejó de resultar conflicti-
vo en cuanto a la utilización de
puntos de conexión en los esta-
tutos de autonomía como medio
para atribuir y deslindar compe-
tencias legislativas y ejecutivas
entre el Estado y las comunida-
des autónomas (Velasco Rico,
2010). No obstante, el debate
sobre la capacidad de los esta -
tutos para condicionar las com-
petencias estatales ha s ido
aparentemente zanjado por
el Tr ibunal  Const i tucional
(STC31/2010), en el sentido de
rechazar esa capacidad, recor-
dando la indisponibilidad de
las competencias que la Consti -
tución atribuye al Estado (Tudela,
2010). 

Con todo, en su regulación
competencial, los nuevos estatu-
tos no dejan de reconocer la
 necesidad de coordinar sus acti-
vidades con el resto de niveles de
gobierno, sobre todo en materias
como sanidad, economía o inves-
tigación, al tiempo que reiteran
la posibilidad de establecer me-
canismos bilaterales de coopera-
ción con el Estado, bilateralidad
que aparece especialmente acen-
tuada en algunos estatutos con-
cretos, como el de Cataluña. Este
asunto del bilateralismo es de
los más controvertidos y de los
que más conflictos vienen gene-
rando últimamente en las relacio-
nes entre el Gobierno central y las
comunidades autónomas. Nues-
tra posición aquí es que si el bila-
teralismo pudiera haber tenido
sentido como fórmula de relación
entre el Gobierno central y aque-

llos territorios que, excepcional-
mente, se constituyeran como
comunidades autónomas o, si se
nos apura, en las primeras fases
del proceso, hoy en día, con un
estado autonómico generalizado
en todo el territorio y con com-
petencias similares en todas las
comunidades, el marco de rela-
ciones apropiado para esta reali-
dad debe ser inexcusablemente
multilateral.

Por último, cabe indicar que
otro de los debates relevantes
producido con la aprobación de
los llamados estatutos de auto-
nomía de segunda generación
ha sido el relativo al papel de las
comunidades autónomas en re-
lación con el régimen local,
asunto que se ha visto más en-
rarecido si cabe con la reciente
aprobación de la Ley de Racio-
nalización y Sostenibilidad de la
Administración Local. Profundi-
zaremos un poco en este asunto
más adelante.

5. Los gobiernos locales

Frente a lo que podía esperar-
se de una arquitectura legal
hecha para acometer un cambio
radical en las estructuras adminis-
trativas que pasa a potenciar ex-
traordinariamente el papel de las
comunidades autónomas, la
Constitución de 1978 optó por
respetar la organización provin-
cial del Estado. Eso supuso privar
a las comunidades de la capaci-
dad de organizar el territorio a su
medida y mantener con rango
constitucional (excepto en el ám-
bito de las comunidades unipro-
vinciales) unas instituciones como
las diputaciones, que se consoli-
dan como gobiernos intermedios
entre los autonómicos y los mu-
nicipales, sin apenas capacidad
fiscal propia, con un marco de
competencias que favorece la ar-
bitrariedad en la gestión y con un
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importante déficit de responsabi-
lidad democrática.

Decimos que se favorece la
arbitrariedad en la gestión, en
la medida en que las competen-
cias atribuidas a los gobiernos
provinciales se sustancian sobre
todo en el apoyo personal y ma-
terial a los pequeños municipios
(los de menos de 20.000 habi-
tantes) y en la atribución de res-
ponsabilidades en materias de
inversiones en infraestructuras
de su territorio. La experiencia de
gestión de los últimos treinta
años muestra con carácter gene-
ral unas instituciones finan -
ciadas, prácticamente en su
totalidad, por transferencias in-
tergubernamentales (principal-
mente una participación en los
ingresos del Estado), sin ejercicio
alguno de corresponsabilidad fis-
cal y que trasladan buena parte
de esos recursos discrecional-
mente en el territorio con crite-
rios poco transparentes, cuando
no abiertamente clientelares. 

Decimos además que son ins-
tituciones con un marcado déficit
de responsabilidad democrática,
en la medida que sus órganos de
gobierno son elegidos de forma
indirecta a partir de los resultados
de las elecciones municipales, es
decir, que ningún ciudadano
vota por su presidente de Dipu-
tación, que difícilmente puede
rendir cuentas de su gestión di-
rectamente a los ciudadanos.

En contraposición, los gobier-
nos municipales aparecen como
las administraciones más próxi-
mas y transparentes. Se financian
en una buena parte (de media
más del 50 por 100 de sus recur-
sos) por tributos propios sobre
los que deciden sus órganos de
gobierno y ejercen competencias
mucho más claramente identifi-
cadas, si bien diferentes según el
tamaño de la jurisdicción en tér-

minos de población. Sin embar-
go, la distribución de la pobla-
c ión en e l  terr i tor io es muy
desigual y el creciente proceso de
despoblación de núcleos rurales,
unido a la tradición minifundista
del mundo local, ha generado
importantes problemas de ges-
tión y financiación que afectan a
una parte considerable de los
municipios que carecen de la
masa crítica mínima para abordar
con garantías la provisión de los
servicios públicos de calidad que
la sociedad actual demanda.

Con la intención de abordar
esos problemas de gestión y al-
gunos otros ha sido aprobada re-
cientemente la ya mencionada
Ley de Racionalización y Sosteni-
bilidad de la Administración Local
(LRSAL, en adelante), norma se-
guramente bienintencionada
pero que, en nuestra opinión, no
da una respuesta adecuada a los
problemas planteados. Argu-
mentaremos más adelante por
qué, pero antes tal vez sea bueno
realizar un breve catálogo de las
principales disfunciones detecta-
das tras más de treinta años de
proceso descentralizador.

II. ALGUNAS DISFUNCIONES
DETECTADAS

Hacer un balance de la ya dila-
tada experiencia de gestión del
proceso descentralizador deja
una sensación agridulce. Por una
parte, la descentralización cum-
plió inicialmente su objetivo de
acercar la gestión de los asuntos
públicos más relevantes a los ad-
ministrados. No obstante, a me -
dida que acercamos la lupa y
analizamos la prestación de servi-
cios concretos y la regulación de
actividades particulares segura-
mente habría mucho que discutir.

Como todo en la vida, gestio-
nar de manera descentralizada

supone en la práctica asumir
compromisos y renunciar a obje-
tivos generales en aras a alcanzar
metas concretas. Así, la «Equi-
dad», con mayúsculas, es un ob-
jet ivo general  d i f íc i lmente
compatible con la «Autonomía»
en términos absolutos. Autono-
mía implica diversidad, implica
ponderación diferente de priori-
dades y, seguramente, en la prác-
tica residuos fiscales, entendidos
como diferencia entre lo que se
aporta en forma de tributos y lo
que se recibe en forma de servi-
cios públicos, distintos entre te-
rritorios. A cambio, la gestión
desde la proximidad de asuntos
vitales como la educación y la sa-
nidad permite identificar mejor
las necesidades de la población y
responder más eficientemente a
las mismas. Esto es lo que se en-
cuentra detrás del conocido prin-
cipio de subsidiariedad, que viene
a decir que todo aquello que
pueda ser hecho por un gobierno
próximo no lo debería hacer otro
más lejano. Como hemos venido
diciendo, la preponderancia dada
a las comunidades autónomas en
el proceso de descentralización
estableció en la práctica serias li-
mitaciones a la aplicación de este
principio, que no solo se mantu-
vieron en el tiempo sino que, in-
cluso, pueden verse acrecentadas
con la normativa más reciente
(LRSAL). Asuntos como la gestión
de servicios sociales desde la pro-
ximidad o prestaciones en el ám-
bito de la sanidad (atención
primaria) y la educación (escuelas
infantiles) podrían seguramente
ser desarrolladas más eficiente-
mente por unos gobiernos loca-
les de dimensión adecuada. 

Sin embargo, la autonomía
también tiene sus costes. Los go-
biernos locales son más vulnera-
bles a la presión de los grupos de
interés y muchas veces es preciso
alejar las decisiones, sobre todo
en materia regulatoria, de las per-
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sonas afectadas si se quieren pre-
servar objetivos de interés más ge-
neral. La gestión del urbanismo
por parte de muchos gobiernos lo-
cales y sus implicaciones medio-
ambientales puede ser un ejemplo
evidente de hasta qué punto la ac-
ción de determinados grupos de
presión pudiera haber dado lugar
a resultados indeseables por falta
de ajuste territorial en las compe-
tencias regulatorias. En el otro ex-
tremo, la expansión de los ámbitos
de actuación de la normativa
 europea está sirviendo de coartada
a gobiernos de todo tipo para la
adopción de medidas impopulares
que difícilmente habrían podido
ser adoptadas sin esa cobertura.

En todo caso, la gestión de la
descentralización no es algo pu-
ramente técnico o ingenieril. No
puede ser vista sin más como
un problema de maximización
de beneficios o minimización de
costes objetivamente determina-
dos, sino que lleva implícita en
muchos casos decisiones condi-
cionadas por los sentimientos y
las ideologías de las personas, as-
pecto este que hace extremada-
mente difícil alcanzar consensos
duraderos. Asuntos como los pla-
nes de estudio en los niveles bá-
sicos de educación en materias
concretas, la elección de la len-
gua vehicular en los diferentes te-
rritorios, el peso dado al apoyo
público a las culturas diferencia-
les y, en definitiva, el sentimiento
de pertenencia a las distintas co-
lectividades son aspectos difícil-
mente objetivables y que tienen
implicaciones evidentes sobre el
conjunto del sistema, incluidos
los modelos de financiación y el
alcance del principio de solidari-
dad sobre el que eventualmente
deberían sufragarse los gastos
mediante los cuales se cubren las
necesidades comunes.

En la medida en que todos
estos son asuntos discutibles y

van más allá de la objetividad ne-
cesaria para hacer un juicio pon-
derado acerca de la cal idad
institucional del sistema, en las
páginas que siguen nos vamos a
centrar en tres tipos de disfuncio-
nes detectadas a lo largo de los
años, cuyo carácter más técnico
las hacen, al menos en términos
relativos, menos conflictivas
desde un punto de vista analítico.
Se trata de las denominadas «du-
plicidades competenciales», los
desajustes entre necesidades y
modelos de financiación, y lo que
podríamos llamar «el extraño
papel de las diputaciones». Con-
tra lo que pudiera parecer, estas
disfunciones no deberían ser vis-
tas como compartimentos estan-
cos, sino más bien como vasos
comunicantes, al menos las dos
primeras, en la medida en que la
falta de clarificación acerca de las
responsabilidades competencia-
les es uno de los orígenes de los
desequilibrios entre necesidades
y financiación.

La existencia de esas disfuncio-
nes no debería interpretarse, sin
embargo, como si poco o nada se
hubiera avanzado en el proceso
descentralizador a nivel regional en
nuestro país. Nada más lejos de la
realidad. El Estado de las autono-
mías ha supuesto una transforma-
ción radical de la Hacienda pública
española. Las comunidades autó-
nomas gestionan políticas básicas
del Estado del bienestar, se finan-
cian en gran medida con recursos
tributarios sobre los que pueden
ejercer poder normativo (haciendo
posible el principio de autonomía)
y cuentan con un sistema de trans-
ferencias en el que los elementos
de solidaridad son evidentes.

1. Duplicidades
competenciales

Cuando en la Constitución es-
pañola se diferencia entre com-

petencias exclusivas y competen-
cias compartidas ya se está reco-
nociendo que se abre un rango
de materias sobre las que van a
actuar diferentes gobiernos. En la
práctica, sobre todas las materias
relevantes en términos presu-
puestarios adoptan decisiones
todos los gobiernos. Así, aunque
la educación y la sanidad son
competencias plenamente trans-
feridas a las comunidades autó-
nomas, siguen existiendo en el
Gobierno central con rango de
ministerio los departamentos
de Educación y Sanidad, aunque
haya quien piense que la labor
coordinadora atribuida a la Admi-
nistración Central sobre materias
transferidas podría perfectamen-
te ser desarrollada al amparo de
una dirección general en el seno
de un Ministerio de Administra-
ciones Públicas. Esto mismo, co-
rregido y aumentado, pasa en el
ámbito de la cultura, donde coe-
xiste un ministerio en el Gobierno
central, consejerías en los autonó-
micos y concejalías en los locales.

El hecho de que hasta la fecha
se haya mantenido un esquema
de competencias solapadas
donde no está del todo claro
quién es el responsable de qué,
además de generar los obvios
problemas de rendición de cuen-
tas ha dado lugar a conflictos
permanentes de carácter institu-
cional, cuya cota más elevada po-
siblemente se haya alcanzado
con el asunto de las denomina-
das «competencias impropias»,
reivindicación histórica de los go-
biernos locales. 

En esencia, el problema radica
en que, a falta de un desarrollo
ordenado de lo que se ha veni -
do denominando «Pacto Local» o
 segunda descentralización, en
aplicación del principio de subsi-
diariedad, los gobiernos locales,
o al menos una parte sustancial
de ellos, han venido asumiendo
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por la vía de hecho un importan-
te rango de competencias cuya
titularidad corresponde a otros
niveles de gobierno (fundamen-
talmente a las comunidades
 autónomas) en materias como
cultura, deportes y, sobre todo,
servicios sociales. 

Más allá de la acusada «sobre-
actuación» de los gobiernos loca-
les en este asunto exagerando la
brecha fiscal que provocan los
gastos en competencias impro-
pias (Pedraja y Suárez, 2008;
Suárez et al., 2008), resulta evi-
dente que la confusión compe-
tencial ha venido dando lugar
tanto a ineficiencias como a ine-
quidades en la prestación de
buena parte de estos servicios,
comprometiendo muy a menudo
la viabilidad financiera de mu-
chos gobiernos locales. A esto no
ha sido ajeno un modelo de fi-
nanciación para algunos servicios
basado en la concesión de trans-
ferencias de capital compensato-
rias, cuyo coste a corto plazo para
los ayuntamientos parecía redu -
cido, pero que a largo plazo com-
prometía la implantación de
nuevo gasto corriente de difícil
mantenimiento.

La ya mencionada LRSAL ha
tratado de corregir este asunto
con una visión centralizadora,
ajena al principio de subsidiarie-
dad, en la medida en que atribu-
ye competencias personales
(sanidad, educación y servicios
sociales) al nivel superior, el re-
gional. En ese sentido se supri-
men para los gobiernos locales
las competencias relativas a
 sanidad, educación y servicios so-
ciales, obligándose a su trans -
ferencia, en distintos plazos, a las
comunidades autónomas.

Ese elemento centralizador no
solo tendrá efectos cuantitativos
sino que cualitativamente resulta
poco respetuoso con las comuni-

dades, a las que se impide la atri-
bución de competencias propias
a los municipios en esas materias
cuando, en el caso de sanidad y
educación, son materias compar-
tidas con el Estado, y en el caso
de los serv ic ios socia les se
trata de una materia exclusiva de
las comunidades.

El problema desde una pers-
pectiva hacendística es que la
LRSAL se desentiende de la finan-
ciación. En el desajuste entre
competencias y financiación, no
es solución regular el aspecto
competencial olvidándose o des-
plazando hacia el futuro la finan-
ciación de esas competencias.
Incluso en este último aspecto, se
vuelve a ser poco respetuoso al
obligar a fórmulas de financia-
ción exclusiva de esos servicios
por parte de las comunidades
 autónomas, cuando la experien-
cia ya viene ofreciendo fórmulas
diferentes de tipo mixto entre co-
munidades y municipios.

Sobre el aspecto financiero es
muy discutible la legalidad de la
garantía de financiación que se
contempla en el caso de que
transcurran los plazos previstos
sin que las comunidades hubie-
ran asumido la gestión de los
 servicios asociados a las compe-
tencias sanitarias o la prestación
de los servicios sociales mediante
la retención por parte del Estado
del importe que corresponda en
las transferencias del sistema de
financiación a las comunidades
autónomas (Medina, 2014). Una
prueba más del escaso respeto
del legislador central por la actual
distribución de tales competen-
cias entre los distintos niveles de
gobierno y del olvido de su finan-
ciación a la hora de solucionar el
problema de las competencias
impropias.

Teniendo en cuenta este olvi-
do, resulta exagerada la estima-

ción del ahorro derivado del
gasto impropio y el traspaso de
competencias de sanidad, educa-
ción y servicios sociales a las co-
munidades autónomas, que se
calcula en la Actualización del
Programa de Estabilidad 2014-
2017 en más de 3.500 millones
de euros, un 57 por 100 de la to-
talidad de los ahorros previstos
por aplicación de la LRSAL. Es evi-
dente que tales desequilibrios
 financieros habrán de ser consi-
derados y cuantificados en las fu-
turas reformas de los sistemas de
financiación autonómico y local.

2. Desajustes entre
necesidades y modelos
de financiación. 
El caso de los regímenes
especiales 

Vinculado a lo anterior, apare-
cen como problemas clave del
proceso de descentralización los
relativos a los diferentes mode-
los de financiación. En este sen -
tido cabe distinguir entre los
desequilibrios «verticales», origi-
nados por traspasos de compe-
tencias que no llevan aparejada
su correspondiente financiación,
y los desequilibrios «horizonta-
les», que se dan cuando territo-
rios del mismo nivel y con las
mismas competencias tienen dis-
tinta financiación relativa.

En el primer caso, un posible
pecado original de algunos dese-
quilibrios verticales podría ha -
llarse en la forma en la que se
constituyó el modelo de financia-
ción autonómica. Como hemos
indicado, el modelo tuvo como
piedra angular el coste efectivo
de los servicios traspasados, que-
dando en una nebulosa mucho
menos transparente la financia-
ción de las necesidades de inver-
sión nueva. Como quiera que,
con carácter general, y objetiva-
mente, los niveles de cobertura
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de los servicios públicos traspasa-
dos eran en aquel momento muy
deficientes, pese a que el modelo
fue pactado con las comunidades
autónomas, resulta creíble el ar-
gumento de que la financiación
autonómica fue arrastrando
desde el origen un déficit estruc-
tural (en términos de niveles de
cobertura relativos en relación con
las competencias estatales) que se
trató de ir paliando mediante la
inyección de recursos adicionales
en las sucesivas reformas quin-
quenales del sistema (Monasterio
y Suárez, 1998).

Las críticas al coste efectivo
carecen de fundamento cuando
se contemplan las posibles alter-
nativas existentes al mismo en el
momento de llevar a cabo los
traspasos. Se trató de un plan -
teamiento pragmático y posibilista
que permitió una descentraliza-
ción extraordinaria del gasto sin
tensiones destacables a su expan-
sión y sin discontinuidades en la
prestación de los servicios; tam-
bién es cierto que arrojó al limbo
otras cuestiones relevantes en el
diseño de un esquema descentra-
lizado, como la nivelación de los
servicios transferidos y la calidad
del sistema de financiación. Pasa-
dos los años, con las sucesivas
 reformas del sistema de financia-
ción fueron abordándose esas
cuestiones pendientes y el peso
inicial del coste efectivo en la
nueva financiación quedó dilui-
do. Hoy los posibles desequili-
brios verticales tienen más que
ver con el deficiente ajuste diná-
mico entre tipo de competencias
y fuentes de financiación de los
diferentes niveles de gobierno,
que normalmente se saldan des-
favorablemente para las hacien-
das subcentrales, como veremos
más adelante. 

Por otra parte, en cuanto a las
entidades locales, el hecho de
que estas (en el ámbito munici-

pal) dispusieran de tributos pro-
pios permitió, sin duda, efectuar
ajustes internos para corregir
eventuales desequilibrios. Estos
ajustes fueron políticamente más
costosos, pero mucho más efi-
cientes por la rendición de cuen-
tas que suponen. Sin embargo,
en el caso de las competencias
impropias también se plantea un
problema de desequilibrio verti-
cal, cuyo responsable sería aquel
nivel que tiene asignada la corres -
pondiente financiación (comu -
nidades autónomas) o que no la
asignó en su momento (Hacienda
central).

En lo que respecta a los dese-
quilibrios horizontales, un caso
evidente es el que se deriva de la
existencia de sistemas especiales
de financiación, en particular el
modelo foral. Sobre el papel,
el reconocimiento constitucional
de la foralidad (Zubiri, 2015) no
tiene por qué dar lugar en sí
mismo a problemas de equidad,
siempre que los elementos de
ajuste del mismo (cupo – aporta-
ción) se calculen adecuadamente
con arreglo a principios general-
mente asumidos. Sin embargo, la
práctica de muchos años de ges-
tión muestra que efectivamente
tenemos un grave problema de
equidad con este sistema, cuyas
implicaciones no se agotan en el
modelo de financiación autonó-
mica. El hecho de que en el cálcu -
lo del cupo (aportación) no se
incluya la contribución de los te-
rritorios forales (relativamente
ricos) a la solidaridad interterrito-
rial da como resultado un exceso
de financiación (en términos re-
lativos) para esos territorios, que
les permite, de un lado, alcanzar
mejores niveles de cobertura (en
cantidad y/o calidad) de los servi-
cios que son competencia de sus
órganos autonómicos y, de otro,
dotar más generosamente la fi-
nanciación de sus entidades loca-
les, que de ese modo también se

benefician de una mejor cobertu-
ra de sus servicios que los muni-
cipios de régimen común. El
régimen especial canario, en
menor medida, también ofrece
resultados parecidos, al menos
en lo que respecta a la financia-
ción de sus gobiernos locales.

Queda añadir que, ciñéndo-
nos al régimen común de finan-
ciación autonómica, la ausencia
de una regla explícita de equidad
también ha dado lugar a resulta-
dos controvertidos en materia de
equidad horizontal. Por una
parte, las comunidades que apa-
recen como contribuyentes netas
al sistema se sienten discrimina-
das respecto a las forales y con -
sideran excesivo su esfuerzo
relativo, cuestionando reiterada-
mente los criterios de asignación
de fondos, que sistemáticamente
se ven alterados en cada momen-
to de revisión del modelo. Frente
a ello, las comunidades «benefi-
ciadas» por el sistema se aferran
al principio de solidaridad para
mantener sus posiciones relati-
vas, cada una tratando de incluir
en el modelo los criterios que les
produzcan mejores rendimientos.
El resultado es un modelo inesta-
ble y permanentemente cuestio-
nado, debido, a nuestro juicio, a
esa falta de un criterio explícito
de equidad generalmente acep-
tado. Este asunto es también
abordado por Lago y Martínez-
Vázquez (2015).

3. El extraño papel
de las diputaciones. 
De su posible
desaparición a su papel
protagonista en la LRSAL

Como vimos más arriba, las
diputaciones desempeñan un ex-
traño papel en el contexto de
nuestro modelo de Estado
 descentralizado. La LRSAL, en el
ámbito de las relaciones intergu-
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bernamentales, y a diferencia de
otras propuestas que apostaban
por su desaparición, ha procedi-
do a reforzar el papel de estas
instituciones frente a la posición
de los municipios.

A nuestro juicio, sin embargo,
acudir a las diputaciones o a «en-
tidades equivalentes» como so -
lución supramunicipal para la
prestación de los principales ser-
vicios en el caso de los municipios
de menos de 20.000 habitantes
(que son 7.717 de un total de
8.116, es decir, el 96,19 por 100)
tiene claras deficiencias.

Si lo que se pretende es que
los municipios alcancen músculo,
tamaño suficiente, dado el mini-
fundismo que caracteriza a la si-
tuación española (en la que, con
diferencias notables entre comu-
nidades, el 84 por 100 de los
ayuntamientos tiene menos de
5.000 habitantes y el municipio
mediano no llega a 600 habitan-
tes), podría haberse optado por
alternativas más eficaces como la
fusión de municipios. Sobre esa
posibilidad la LRSAL pasa de pun-
tillas tratando de incentivar fusio-
nes voluntarias entre municipios
fronterizos, dentro de la misma
provincia, cuya efectividad proba-
blemente será nula en la práctica.

Las experiencias de fusiones
exitosas en el ámbito comparado
(Dafflon, 1996; Lotz, 1998), com-
binan análisis técnicos previos,
consenso político, un dilatado pe-
riodo de fusiones voluntarias en el
que existen incentivos de diverso
tipo y un horizonte final de fusio-
nes obligatorias. Algo muy dife-
rente de lo que encontramos en la
LRSAL.

La «solución» centralizadora
española puede dejar a buena
parte de los municipios sin el
ejercicio de sus principales com-
petencias y, además de poco res-

petuosa con la autonomía muni-
cipal, resultará ineficiente, como
explicamos a continuación. 

El posible aprovechamiento
de las economías de escala por la
disminución del gasto por habi-
tante al aumentar la población
será cierto en el caso de munici-
pios contiguos con población
concentrada. No sucede lo
mismo cuando se trata de pobla-
ciones dispersas en núcleos dis-
tanciados. En esos casos, lo
relevante no son las economías
de escala sino las economías de
densidad, que tienen que ver más
con variables como la dispersión
de la población y el número de
núcleos existentes (Bosch y Solé,
2015). Esas economías no se
aprovechan porque traspasemos
a las diputaciones la responsabi-
lidad en la prestación de los ser-
vicios.

La publicación del coste efec-
tivo de los servicios prevista para
noviembre de 2014, de acuerdo
con la metodología que esta -
blecerá una Orden ministerial
 actualmente en elaboración, per-
mitirá aproximarnos a la cuantifi-
cación de los ahorros derivados
de la prestación centralizada de
estos servicios por parte de las
dipu taciones. En todo caso, y por
lo dicho anteriormente, las previ-
siones del Gobierno nos parecen
exageradas. Según las estimacio-
nes que aparecen en la Actualiza-
ción del Programa de Estabilidad
2014-2017 aprobado reciente-
mente, el ahorro en costes por
gestión integrada de servicios y
fusiones supondrán unos 2.000
millones de euros, la cuarta parte
de los ahorros previstos por apli-
cación de la LRSAL.

Tampoco conviene olvidar la
baja calidad democrática de esas
instituciones con representantes
no elegidos directamente por los
ciudadanos, a diferencia de lo

que sucede con los municipios. Si
se priva a los ayuntamientos del
ejercicio de sus competencias, las
elecciones carecerán de sentido
ya que, mientras la Diputación
ejerce las competencias, los mu-
nicipios pasan el examen de las
elecciones y cobran los impues-
tos. Será entonces imposible que
se produzcan ganancias en efi-
ciencia por ajustes con las prefe-
rencias de los ciudadanos en la
prestación de los servicios. Más
aún, la propuesta olvida por
completo la financiación de los
servicios, elemento clave en la
toma de decisiones eficientes.

En definitiva, la solución pro-
puesta reduce la autonomía mu-
nicipal al establecer un marco de
prestación de servicios de escasa
calidad democrática que desco-
noce el ajuste de las preferencias
con su correspondiente financia-
ción y presume de ahorros en
costes basados en economías de
escala difíciles de justificar. Se
trata más de una solución eficaz
que eficiente, cuyo objetivo es
garantizar la prestación de los
servicios con una administración
mínimamente profesionalizada.

III. EL TRÁNSITO HACIA
UN NUEVO MODELO
TERRITORIAL

1. Fuerzas centrífugas
y centrípetas (crisis
económica, federalismo
y soberanismo)

Como hemos indicado al prin-
cipio de este artículo, la propia
génesis del Estado de las autono-
mías se planteó como un proceso
descentralizador (centrífugo)
desde un Estado unitario, aspec-
to este que supone un hecho di-
ferencial evidente respecto a lo
que fue la configuración de
otros estados federales (Estados
 Unidos, por ejemplo), donde el
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Estado federal se forma a partir
de estados independientes que se
federan (movimiento centrípeto). 

Otro elemento que caracteriza
al proceso descentralizador espa-
ñol es la asociación o, más bien,
la identificación de la descentra-
lización del Estado con la conse-
cución de derechos y libertades,
de tal manera que se trata de algo
en sí mismo positivo y no tanto
una cuestión cuyo alcance pueda
y deba analizarse técnicamente
en función de las circunstancias
de cada momento. Ese punto de
partida, en efecto, dificulta, cuan-
do no impide, entender que el
acento centralizador pueda valo-
rarse como algo positivo.

En la literatura económica, sin
embargo, abundan los ejemplos
de estudios que relacionan con
carácter general procesos de re-
centralización con momentos
de crisis económica. Es el caso de
textos clásicos como el de  Peacok
y Wiseman (1961), quienes en
sus hipótesis explicativas acerca
del crecimiento del gasto público
en Reino Unido unían a los cono-
cidos «efecto desplazamiento» y
«efecto inspección» un no menos
importante «efecto centraliza-
ción» vinculado a las característi-
cas pecul iares del  reparto
competencial entre niveles de go-
bierno. 

En el mismo sentido y más re-
cientemente, Canavire-Bacarreza
y Martínez-Vázquez (2013) ob-
servan la recentralización pro -
vocada por la actual  cr is is
económica como un fenómeno
más general, derivado del refor-
zamiento de la estabilización ma-
croeconómica como función del
nivel central de gobierno y no
como algo específico de nuestro
sistema de descentralización.
Además, en el caso de España, el
nivel central se sitúa en parte,
como Estado miembro de la UE,

en el nivel comunitario, donde se
coordinan las políticas económi-
cas mediante el Pacto de Estabi-
lidad y Crecimiento que, debido
a la mencionada crisis económi-
ca, ha sido reforzado con mayo-
res exigencias.

El prejuicio señalado anterior-
mente impide a muchos reco -
nocer ese carácter general del
proceso, aunque, como señalan
Lago y Fernández (2013), habrá
que esperar un tiempo para ana-
lizar con perspectiva si la recen-
tralización, derivada de la crisis,
es simplemente una fórmula para
una gestión más eficaz del proce-
so de consolidación fiscal o esta-
mos ante un punto de inflexión
en la descentralización iniciada
con la aprobación de la CE hace
más de treinta años.

Tampoco debe dejar de reco-
nocerse la profundidad del cami-
no recorrido tanto en la vertiente
del gasto como del ingreso que
hace al caso español perfec -
tamente comparable con los es-
tados federales ex istentes.
España puede definirse como un
Estado materialmente federal,
con alguna particularidad más
próxima a lo confederal, por la
existencia del sistema foral, que a
lo federal. Ese régimen especial sí
que parece quedar fuera de una
Hacienda federal, en la medida
que su generalización dejaría a la
Hacienda central sin ingresos y
con capacidad de decisión para
que esta lleve a cabo, al igual que
las haciendas subcentrales, las
importantes funciones que se le
asignan en un sistema federal.

Con todo, las fuerzas centrípe-
tas no tienen su origen solo en
aspectos macroeconómicos.
Desde el lado de las necesidades
de gasto hay ciertas corrientes de
opinión, de momento minorita-
rias pero significativas, e incluso
con apoyos en partidos políticos

con representación parlamenta-
ria, que abogan por recentralizar
alguno de los servicios clave del
Estado del bienestar, como son la
sanidad y la educación, en las
que conviven a veces motiva -
ciones ideológicas con argu men -
tac iones más pragmáticas
relacionadas con asuntos que
consideran vinculados a ineficien-
cias, como pudieran ser presiones
salariales al alza por emulación,
observadas especialmente en el
sector sanitario, o expansiones de
servicios difícilmente sostenibles,
como en el caso de las universi-
dades públicas. Además, desde el
lado de los ingresos, la aparición
de fenómenos de competencia
fiscal territorial explícita en tribu-
tos tradicionalmente considera-
dos como ejes de las políticas
redistributivas atribuidas a la
 Administración Central (IRPF, im-
puesto sobre el patrimonio e
 impuesto de sucesiones) también
parece alentar ciertas posiciones
recentralizadoras.

En todo caso, cualquier obser-
vador imparcial que siguiera el
proceso español a través de los
medios de comunicación diría que
a día de hoy son las fuerzas cen-
trífugas las que más presión están
ejerciendo sobre el sistema, lide-
radas evidentemente por la Co-
munidad Autónoma de Cataluña. 

A nuestro juicio, el debate de
fondo es más sentimental que
económico, por más que se utili-
cen argumentos de este tipo para
justificar las reivindicaciones.
Quiérase o no, una cosa son las
percepciones y otra las realida-
des, y las percepciones de los
agentes implicados vienen me-
diatizadas por juicios de valor
previos (prejuicios) acerca de lo
que «debe ser» la organización
ideal del sistema. Es el caso, por
ejemplo, de los niveles ideales de
solidaridad, en ausencia de crite-
rios explícitos de equidad. Desde
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Cataluña se vienen considerando
excesivos los niveles presentes de
solidaridad, agudizados más si
cabe por las distorsiones genera-
das por los regímenes forales, y
de ahí que se haga hincapié en
asuntos como las balanzas fisca-
les o el principio de ordinalidad.
La falta de respuesta por parte de
la Administración Central a estas
reivindicaciones y la percepción
de sus gentes de que son obje-
to de un cierto maltrato fiscal
sería lo que eventualmente esta-
ría alentando las tendencias sece-
sionistas, junto con otros asuntos
identitarios vinculados a la len-
gua y la cultura propias.

2. Eficiencia, equidad y
modelos de financiación.
¿Es cuestión de dinero?

Como ya hemos indicado, la
pieza clave que hace chirriar el
engranaje de la financiación au-
tonómica es la falta de un criterio
de equidad que permita repartir
los recursos garantizados del sis-
tema de manera que esa distri -
bución logre alcanzar en cada
comunidad autónoma un nivel
de prestación de los servicios
transferidos igual o similar. Ese
criterio de equidad es fundamen-
tal no solo en el momento de
arranque del modelo, sino que
resulta imprescindible para ajus-
tarlo a lo largo del tiempo.

Tanto en la reciente evalua-
ción que las comunidades autó-
nomas han hecho sobre e l
funcionamiento del s istema
(marzo de 2014) como cada vez
que se produce una revisión del
mismo, asistimos a una especie
de subasta en la que cada comu-
nidad presenta aquellas variables
en la estimación de las necesida-
des de gasto que les resultan más
favorables. No obstante, la cues-
tión se ha complicado con la dis-
cusión de si se hace depender la

financiación garantizada directa-
mente de variables de capacidad
fiscal, lo que implica plantear ob-
jetivos de nivelación parcial frente
a la nivelación integral que venía
siendo asumida, asunto este que
está además estrechamente rela-
cionado con cuestiones como el
principio de ordinalidad o no
 reordenación y que, de manera
más indirecta, se asocia al debate
surgido con el tema de las balan-
zas fiscales, ambos temas sus -
citados intensamente por la
comunidad catalana. 

Las diferencias políticas sobre
estas cuestiones han tratado de
solucionarse técnicamente me-
diante distintos instrumentos con
objetivos en gran medida contra-
dictorios. No cabe duda de que
la multiplicación de instrumentos
ha otorgado mayores grados de
libertad al Gobierno central a la
hora de alcanzar los necesarios
acuerdos sobre la modificación
del sistema de financiación, pero
también es cierto que otra conse-
cuencia ha sido que el modelo ha
ido perdiendo en transparencia y
ganando en complejidad, llegán-
dose al extremo con el actual-
mente vigente; un auténtico
laberinto compatible con resulta-
dos arbitrarios y, por tanto, im-
previsibles. 

Por otra parte, hemos venido
asistiendo en los últimos tiempos
a un proceso de incremento en
los desequilibrios verticales desfa-
vorables a las comunidades autó-
nomas, que puede entenderse
como incumplimiento del princi-
pio de lealtad institucional, y ello
tanto desde el punto de vista del
gasto como del ingreso.

Del lado del gasto, las comu-
nidades han visto incrementadas
sus obligaciones debido a deci-
siones adoptadas unilateral -
mente por el Estado. Un claro
ejemplo sería el comentado con

la LRSAL que obliga a las comu-
nidades a asumir el coste de las
competencias impropias munici-
pales en sanidad, educación y
servicios sociales, por no hablar
de la aplicación efectiva de la
Ley de Dependencia que tantas
frustraciones está provocando,
dadas las expectativas generadas
con su aprobación.

Del lado de los ingresos, el de-
sequilibrio se plantea por aumen-
tos de ingresos del Estado no
compartidos con las comunida-
des autónomas, a pesar del ca-
rácter de aquellos. El ejemplo
más evidente han sido las recien-
tes subidas (aumento de tipos)
en el IVA y los impuestos especia-
les de fabricación, que se des-
cuentan reduciendo el Fondo de
Suficiencia Global. Las conse-
cuencias de esta actuación han
sido cuantitativamente muy rele-
vantes, sobre todo si se repara en
que se trata de impuestos com-
partidos sobre los que las comu-
nidades no tienen capacidad
normativa y que deben financiar
gastos del Estado del bienestar
especialmente rígidos a la baja.
En 2014 la cesión efectiva del IVA
a las comunidades autónomas ha
pasado del 50 por 100, la esta-
blecida en el Acuerdo de 2009, al
33,4 por 100, y la de los impues-
tos especiales de fabricación del
58 al 45,5 por 100. Ese ajuste ha
permitido a la Hacienda central
en tres años (2010 a 2012) «re-
cuperar» el 80 por 100 del coste
total adicional que supuso el
nuevo sistema de financiación.

Además, y ya en sentido diná-
mico, la particular forma de
cálcu lo del índice de evolución
de los ingresos (ITE), en el que se
mezcla un criterio de caja con las
previsiones del gobierno sobre la
evolución de esos ingresos, ha
provocado por diversas razones
(Cordero et al., 2013) que ese ín-
dice haya generado una mayor
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inestabilidad a buena parte de los
elementos del sistema de finan-
ciación que la derivada de la pro-
pia situación económica de estos
años, en sí misma ya bastante
inestable.

3. ¿Hacia una reforma 
de la Constitución?

En definitiva, tras casi cuaren-
ta años de Estado de las autono-
mías, la arquitectura del Estado
requiere de cambios profundos.
Algunos entienden que estos
cambios no son posibles sin una
reforma de la Constitución. Sin
embargo, una reforma de este
calado requiere unos niveles de
consenso difíciles de alcanzar en
el momento actual. 

Decíamos que en el proceso
constitucional que dio origen al
Estado descentralizado que ahora
tenemos primaron fuertemente
los aspectos políticos sobre los
económicos. Esto se materializó
en dos decisiones clave con gran
trascendencia posterior, cuales
fueron la cesión de muy amplios
poderes políticos y de gestión a
las comunidades autónomas y
la generalización de estos pode-
res a «todas» las comunidades, y
no solo a las in sertadas en los te-
rritorios históricamente más rei-
vindicativos. 

Por otra parte, no se aprove-
chó la ocasión para reorganizar a
fondo la Administración Territo-
rial. De hecho se mantuvo, con la
excepción de las comunidades
uniprovinciales, la estructura pro-
vincial (diputaciones) ya existente,
lo cual privaba a las comunidades
autónomas de diseñar sus pro-
pios esquemas de organización
territorial, estableciendo el que
quizá a posteriori puede ser visto
como el principal límite al ejerci-
cio de su poder político, al tiempo
que tenía otro tipo de implicacio-

nes relevantes en el ámbito de la
representatividad (las provincias
se mantienen como circunscrip-
ciones electorales). 

Además, se optó por que la fi-
nanciación local dependiese di-
rectamente de la Administración
Central, al establecer como prin-
cipal transferencia incondicional
a beneficio de los ayuntamientos
la participación en ingresos del
Estado (PIE), que viene a repre-
sentar un tercio de los recursos
de los ayuntamientos, segundo
bloque de ingresos en orden de
importancia tras sus tributos pro-
pios, en tanto que el compromiso
de las comunidades con la finan-
ciación local se veía en la práctica
restringido casi en exclusiva a la
aportación de transferencias de
capital, condicionadas la mayor
parte de las veces a la realización
de proyectos decididos por los
gobiernos autonómicos.

Por último, la idea de la deno-
minada segunda descentraliza-
ción o Pacto Local, tantas veces
demorada, contaba y cuenta con
dificultades técnicas evidentes.
De haberse seguido el modelo de
una aplicación generalizada,
como en el caso de las comuni-
dades autónomas, dado el con-
junto de competencias previstas
en el mencionado Pacto hubiera
resultado imposible de aplicar si
se tiene en cuenta la heteroge-
neidad (y el minifundismo) que
caracteriza la realidad municipal
española. Las posibles alternati-
vas, la reforma previa del mapa
municipal para conseguir munici-
pios de mayor tamaño, si se pre-
tende que el Pacto sea general, o
limitar el Pacto a los municipios
de mayor población, no estaban
exentas de problemas.

Un posible avance en la direc-
ción «federal» de la arquitectura
del sistema descentralizado espa-
ñol, en relación al mundo local,

sería modificar la actual estructu-
ra paralela, mediante la cual la
Hacienda central organiza y fi-
nancia tanto a los gobiernos re-
gionales como a los locales, por
otra de tipo jerárquico, en la que
la Hacienda central se encargase
de la organización y financia-
ción de los niveles intermedios
mientras que la esfera regional,
comunidades autónomas en
nuestro caso, hiciera lo propio
con la esfera local. Nos referimos
ciertamente a comunidades de
régimen común, pues en el caso
foral, una vez más, existen dife-
rencias en este ámbito ya que son
los niveles intermedios (diputa-
ciones forales en el País Vasco y
comunidad autónoma en Navarra)
los que, por ejemplo, diseñan el
sistema de transferencias genera-
les a sus respectivos municipios.
Somos conscientes, sin embargo,
de los problemas de un avance
en esa dirección más ajustada a
un sistema federal, desde los re-
lacionados con el principio de
equidad (derivados de hacer de-
pender la financiación de los
 municipios de capacidades de fi-
nanciación regionales muy dife-
rentes) hasta los relacionados
con la autonomía (por la posible
limitación de la autonomía po -
lítica de los gobiernos locales
por parte de las comunidades
autónomas).

Ciertamente, una vista al pa-
sado nos muestra que a medida
que las comunidades autónomas
ganaban poder, su ejercicio fue
generando suspicacias que no
han hecho más que crecer en el
tiempo entre los gobiernos loca-
les. Si bien hablar de poder local
es referirse a cosas muy distintas
según los territorios, dada la ya
comentada estructura de los mu-
nicipios españoles, está bastante
generalizada la creencia de que el
desarrollo local ha estado y con-
tinúa estando subordinado en ex-
ceso a los problemas del ámbito
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autonómico. Los alcaldes se que-
jan, a menudo con razón, de que
el antiguo centralismo estatal ha
sido sustituido por un nuevo cen-
tralismo radicado en las capitales
de las pujantes comunidades
 autónomas y, tanto en materia
competencial como financiera, la
resolución de sus problemas se ve
sistemáticamente postergada.
Ello ha creado una nueva fuente
de reticencias de los gobiernos
locales ante los autonómicos que
se ha traducido en manifestacio-
nes de los sucesivos dirigentes de
su principal órgano cooperativo,
la Federación Española de Muni-
cipios y Provincias (FEMP), en el
sentido de oponerse a cualquier
modificación normativa que pre-
tenda trasladar su dependencia
del ámbito de la Administración
Central al de las comunidades
 autónomas. Con la normativa ac-
tual, la posición del Tribunal
Constitucional se manifestó con-
traria en relación a la competen-
cia del legislador autonómico
para establecer y regular los tri-
butos propios de los gobiernos
locales así como para distribuir
las participaciones en los in -
gresos del Estado (Sentencia
31/2010, de 28 de junio, sobre el
Estatuto de Cataluña), de modo
que cualquier cambio en el senti-
do apuntado requeriría inexcu -
sablemente de una reforma
constitucional, aunque antes ha-
bría que convencer a los dirigen-
tes locales de las bondades de
profundizar en esa dirección fe-
deral, cuestión esta que, a día de
hoy, se nos antoja difícil.

En todo caso, teniendo en
cuenta la evolución del sistema
descentral izado en España,
donde cada vez son más eviden-
tes las conexiones e interrelacio-
nes de las distintas esferas de la
Hacienda Pública, tanto en térmi-
nos de competencias como de
 financiación, resulta imprescindi-
ble una visión integradora a la

hora de establecer las propuestas
de reforma en las que los princi-
pios de coordinación y lealtad
institucional cobren un claro pro-
tagonismo. La ausencia de esa vi-
sión integradora (incluyendo la
falta de una solución adecuada al
problema foral) ha sido un ele-
mento limitador en el éxito de las
reformas de las haciendas sub-
centrales en nuestro país, donde,
dado el protagonismo alcanzado
por la esfera regional, la local ha
quedado como una Hacienda re-
sidual limitándose a sufrir, pasi-
vamente, las consecuencias de las
sucesivas reformas del sistema de
financiación autonómico (Pedraja
y Suárez, 2011).

Esperemos que, con o sin re-
forma constitucional, por parte
de quienes tienen las máximas
responsabilidades haya suficiente
altura de miras como para mini-
mizar los problemas y generar so-
luciones consensuadas.

NOTA

(*) Los autores agradecen los comentarios
de los participantes en la Conferencia sobre
«La nueva reforma de la financiación autonó-
mica: análisis y propuestas» (RIFDE-Funcas,
Santiago de Compostela, 22 y 23 de mayo
de 2014) y, en especial, de Jorge Martínez-
Vázquez y Santiago Lago Peñas.
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